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Una, de la Sen. Verónica Velasco Rodríguez, del Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, la que contiene proyecto de decreto que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
 
Grupo Parlamentario del Partido Verde Ecologista de México
Jorge Emilio González Martínez, Verónica Velasco Rodríguez, Gloria Lavara Mejía, Sara Isabel Castellanos Cortés y Emilia Patricia Gómez Bravo, Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, integrantes del grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, con fundamento en los artículos 71, fracción II y 72 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 85 de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55, fracción II, 56, 60 y del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos mexicanos, solicitamos se turne a las comisiones de Justicia y Estudios Legislativos, para su dictamen y posterior discusión en el Pleno de la Cámara de Senadores de la LVIII Legislatura del H. Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa de ley:

 
Exposición de motivos
El juicio de amparo es una institución jurídica que ha dado a México prestigio y reconocimiento internacional; sin embargo, hoy día, este invaluable instrumento de tutela de los derechos fundamentales del ser humano, se encuentra inmerso en una crisis de credibilidad, provocada principalmente por la ignorancia de algunos y la resistencia de otros, para permitir su desarrollo pleno. 

El juicio de amparo ha sido desacreditado por aquellos que, sin conocer sus bondades, piensan y proclaman a los cuatro vientos que es un instrumento al servicio de la delincuencia, para que ésta obtenga beneficios y privilegios. Nada más alejado de la verdad. Al atacar al amparo de esta manera, se ha desatado una corriente crítica que proclama su debilitamiento, supuestamente en aras de combatir la delincuencia en forma más eficaz, sin saber que, asimismo, se diluye la fuerza que éste tiene a fin de protegernos a todos los habitantes de este país contra la indebida actuación de las autoridades. 

El juicio de amparo es una institución noble y pródiga de bondades, que ha servido de cobijo para todos los mexicanos contra la arbitrariedad y excesos de los gobernantes del régimen autoritario que padecimos durante mucho tiempo; sin él, no es exagerado afirmar, hace muchos años nuestro país se hubiera visto envuelto en convulsiones sociales de muy graves e insospechadas consecuencias. 

El juicio de garantías, como también se le conoce, es el medio más adecuado con el que nos hemos podido dotar los mexicanos para reclamar, y defendernos de la violación sistemática a nuestros derechos fundamentales. Quienes amamos a México no podemos permitir que nuestra mejor aportación al mundo en materia jurídica siga siendo pisoteada y manchada por aquellos que la atacan y que, aún sin saberlo, tienen en el amparo el mejor aliado para la protección de sus vidas, su libertad, sus bienes, sus hogares, sus familias y, ahora, con la iniciativa que se presenta, para defender su derecho a vivir en un ambiente adecuado para su desarrollo y bienestar. 

La iniciativa que hoy se presenta tiene por objeto establecer en la Ley de Amparo los preceptos mínimos necesarios para que, sin desvirtuar su naturaleza, el juicio de amparo sea el medio idóneo para resguardar nuestro derecho al ambiente; y de esta manera, se demuestre la vitalidad y fortaleza de esa institución. 

La reforma que se propone al artículo 5 fracción I de la Ley de Amparo, se encamina a reconocer una realidad que es aceptada por la práctica forense, la doctrina, la propia Ley y, sobre todo, por la Jurisprudencia en la materia. El que, al o a los que ejerciten la acción de garantías se les denomine quejoso o quejosos como partes del juicio de garantías, en lugar de agraviado o agraviados. Dicha reforma no es, en la menor medida, intrascendente o anodina, sino de la mayor importancia. 

Con la reforma sugerida no se pretende que quienes acudan al amparo sean individuos que no hayan sido o podido ser sujetos de una violación a sus garantías individuales, y por tanto agraviados en los términos del artículo 107 de la Constitución, sino que dicha figura, en la Ley Reglamentaria, se refiera a quien o quienes estén legitimados para ejercitar la acción de garantías, en toda la amplitud y materias que nuestra Ley Fundamental tutela en favor de los gobernados, y que éstos sean identificados, en los términos que lo son en todas las etapas del juicio constitucional, como quejoso o quejosos. Lo anterior, atendiendo a la propia naturaleza del derecho subjetivo público cuya violación se reclame. 

El derecho al ambiente constituye un derecho subjetivo público de naturaleza especial, que para serlo en toda su amplitud, debe contar con un adecuado medio de defensa, o de lo contrario sólo será una declaración carente de sustancia y operatividad reales. El juicio de amparo, consideramos, es ese medio idóneo; sin embargo, debe de ser objeto de adecuaciones para cumplir con tan importante función. 

De realizarse la reforma a la fracción I del artículo 5 de la Ley de Amparo que se propone, se evitaría que los tribunales de amparo incurrieran en confusión al promoverse ante ellos juicios, invocando una violación al derecho referido, y pretendieran desecharlo por la inexistencia aparente de un agravio personal y directo, ya que estarían obligados a realizar una valorización más profunda y adecuada del interés jurídico del quejoso o quejosos, y no sólo aquella que realizan ahora respecto del agraviado o agraviados. 

De lo anterior se desprende la necesidad de reformar también la fracción V del artículo 73 de la Ley de Amparo, para que se establezca en él la indicación expresa en el sentido de que las autoridades de amparo deben ser las que determinen, en el caso concreto que se someta a su jurisdicción, la existencia de un interés jurídico que legitime al quejoso para ejercitar la acción de garantías, tomando en consideración la Ley de la materia que rige al acto, así como la naturaleza específica de la garantía cuya violación se reclama; que no es lo mismo que atender, para la procedibilidad de la acción de amparo, por un lado, al limitado concepto de interés jurídico que ahora impera, ni por el otro, a un concepto tan amplio como lo sería el interés simple. 

La fórmula propuesta, consideramos, resulta satisfactoria para evitar el abuso que pudiera hacerse de este derecho, y responde a la legítima, aunque exagerada preocupación de aquellos que piensan que un mecanismo de protección del derecho al ambiente paralizaría, incontrolablemente, la realización de proyectos productivos; y, asimismo, se garantizaría que estos se desarrollen, como debe ser, en un marco de estricto apego a la Constitución y al orden jurídico que de ella emana. 

Dada la especial naturaleza de los actos de autoridad que pueden ser violatorios del derecho constitucional al ambiente; y debido a que éstos, en la mayoría de los casos, sólo afecten de manera directa a un reducido número de personas, resulta de la mayor importancia que se establezca claramente que, aún cuando se conceda el amparo de manera individual a los quejosos, y esto por efecto reflejo beneficie a un grupo aún mayor que no estuvo legitimado para acudir al amparo, tal protección no debe ser considerada como una declaratoria general de inconstitucionalidad del acto reclamado, a fin de evitar interpretaciones erróneas en tal sentido. 

La adición propuesta de un párrafo segundo al artículo 76 de la Ley de Amparo, se encamina en la dirección sugerida en el párrafo anterior, y con ella se pretende hacer operante no sólo el derecho al ambiente por sí mismo, cuando exista un interés jurídico legítimo de los quejosos, sino también una realidad jurídica que ya existía en el derecho mexicano aún antes del reconocimiento de aquel a nivel constitucional. 

En efecto, la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente reconoce, desde 1996, que es derecho de los miembros de las comunidades afectadas interponer el recurso de revisión administrativa contra actos de autoridad que pudieran ser violatorios de las disposiciones jurídicas de tal ordenamiento, cuando se afecte el ambiente o los recursos de las áreas naturales protegidas; y, asimismo, la Ley Federal de Procedimiento Administrativo, que regula el procedimiento de dicho medio de defensa, da el carácter de optativo para el recurrente el interponer ese recurso o acudir a la instancia judicial respectiva. Es decir, al juicio de amparo.

Por último, proponemos adicionar un inciso e) a la fracción I del artículo 37 y un artículo 55 bis a la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación a efecto de que se creen tribunales colegiados de circuito y juzgados de distrito especializados en materia ambiental a fin de que se cuente con los funcionarios judiciales más y mejor capacitados para abordar la compleja e importante problemática ambiental que en el campo jurídico enfrenta nuestro país; estamos conscientes del arduo camino que deberemos emprender para que esta propuesta sea aceptada; pero también lo estamos de las graves consecuencias que enfrentaremos de no asumir este desafío.

Los órganos jurisdiccionales cuya creación se propone en esta iniciativa, no sólo tendrían competencia para conocer de juicios de amparo en materia ambiental contra actos de autoridades administrativas y por inconstitucionalidad de leyes en la materia, sino también para dirimir las controversias suscitadas en materia de reparación del daño ambiental que pudieran ser más equiparables a una responsabilidad de carácter civil; sin embargo, es importante establecer que la complejidad de la materia ambiental requiere funcionarios judiciales en materias altamente especializadas, ajenas a las disciplinas jurídicas y, además, dotados de una sensibilidad y criterio jurídicos especiales para determinar, según las reformas propuestas a la Ley de Amparo, la existencia del interés jurídico así como para resolver adecuadamente el fondo de las controversias que se les plantearán.

Los tiempos que vivimos nos enfrentan a retos excepcionales y novedosos, que requieren medios de la misma naturaleza para hacerles frente. Nunca antes la humanidad había estado tan cerca, como ahora lo está, de destruir las bases ecológicas de su desarrollo y, por ende, de su viabilidad como especie, arrastrando con ello a las demás que con ella habitan el planeta Tierra. 

La reforma que se propone, aunque modesta en su extensión, de aprobarse, sería un avance de proporciones mayúsculas en el arduo y difícil camino para defender todas las manifestaciones de la maravillosa biodiversidad de nuestro país y de nuestra viabilidad como Nación. Esta iniciativa es un reto a nuestra imaginación y a nuestra responsabilidad como representantes populares, así como una oportunidad de legar a las futuras generaciones de mexicanos un país viable social y naturalmente hablando, y no uno devastado por la ignorancia, la irracionalidad y el egoísmo. 

Por ello, respetuosamente, los Senadores integrantes del Grupo parlamentario del Partido Verde Ecologista de México, nos permitimos someter a esta Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión, el presente: 

Decreto por el que se reforman la fracción I del artículo 5 y V del artículo 73; y se adiciona un párrafo segundo al artículo 76 de la Ley de Amparo, Reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

ARTICULO PRIMERO.- Se reforman las fracciones I del artículo 5 y V del artículo 73; y se adiciona un párrafo segundo al artículo 76, todos ellos de la Ley de Amparo, reglamentaria de los artículos 103 y 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 5.- ... 

I. El quejoso o quejosos; 

Artículo 73.- ... 

V. Contra actos que no afecten los intereses jurídicos legítimos del quejoso, cuando así lo considere la autoridad de amparo, atendiendo a la ley de la materia que rija el acto reclamado o a la naturaleza de la garantía cuya violación se reclame; 

Artículo 76.- ... 

En ningún caso se entenderá que se ha realizado una declaración general de inconstitucionalidad cuando por la naturaleza de los efectos del acto reclamado, el amparo concedido individualmente a favor del quejoso beneficie, directa o indirectamente, a terceros ajenos al juicio de que se trate. 

ARTICULO SEGUNDO.- Se reforman las fracciones VII del artículo 53 y III del artículo 54; y se adicionan un inciso e) a la fracción I del artículo 37 y un artículo 55 bis todos ellos de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para quedar como sigue: 

Artículo 37.-… 

I. …

a) …

b) …

c) …

d) …; y

e) En materia ambiental, de sentencias o resoluciones dictadas por tribunales administrativos o judiciales, sean locales o federales dentro de procedimientos en los cuales se controvierta la aplicación de legislación local, federal o tratados internacionales en materia ambiental, ecológica o de aprovechamiento sustentable de los recursos naturales o cuando se hayan ejercitado acciones relativas a la reparación del daño ambiental o por daños causados a la vida silvestre y su hábitat.

Artículo 53.- …

VII. De los asuntos de la competencia de los juzgados de distrito en materia de procesos federales que no estén enumerados en los artículos 50, 52, 55 y 55 bis de esta ley.

Artículo 54.- …

III. De los asuntos de la competencia de los juzgados de distrito en materia de amparo que no estén enumerados en los artículos 51, 52, 55 y 55 bis de esta ley.

Artículo 55 bis.- Los jueces de distrito en materia ambiental conocerán:

I. De las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de leyes federales o tratados internacionales en materia ambiental, ecológica o de aprovechamiento sustentable de los recursos naturales cuando deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad o de un procedimiento seguido por autoridades administrativas;

II. De las controversias que se susciten sobre el cumplimiento y aplicación de leyes federales o tratados internacionales celebrados por el estado mexicano en materia ambiental, ecológica o de aprovechamiento sustentable de los recursos naturales o cuando se hayan ejercitado acciones relativas a la reparación del daño ambiental o por daños causados a la vida silvestre y su hábitat. Cuando dichas controversias sólo afecten intereses particulares podrán conocer de ellas, a elección del actor, los jueces y tribunales del orden común de los estados y del distrito federal;

III. De los juicios que afecten bienes de propiedad nacional por acciones relativas a la reparación del daño ambiental o por daños causados a la vida silvestre y su hábitat;

IV. De los juicios de amparo que se promuevan conforme a la fracción VII del articulo 107 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contra actos de la autoridad judicial en las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de leyes locales, federales o en materia ambiental, ecológica o de aprovechamiento sustentable de los recursos naturales o cuando se hayan ejercitado acciones relativas a la reparación del daño ambiental o por daños causados a la vida silvestre y su hábitat, cuando deba decidirse sobre la legalidad o subsistencia de un acto de autoridad administrativa o de un procedimiento seguido por autoridades del mismo orden;

V. De los juicios de amparo que se promuevan contra leyes y demás disposiciones de observancia general en materia en materia ambiental, ecológica o de aprovechamiento sustentable de recursos naturales o cuando se refieran a acciones relativas a la reparación del daño ambiental o por daños causados a la vida silvestre y su hábitat, en los términos de la ley de amparo; y

VI. De los juicios de amparo que se promuevan contra actos de autoridad distinta de la judicial en materia ambiental, ecológica o de aprovechamiento sustentable de recursos naturales, salvo los casos a que se refieren las fracciones II del articulo 50 y III del artículo 52 en lo conducente.

 
TRANSITORIOS

UNICO.- El presente decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Dado en la sede de la Cámara de Senadores del Honorable Congreso de la Unión de los Estados Unidos Mexicanos a 23 de octubre de 2001. 

Sen. Jorge Emilio González Martínez; Sen. Verónica Velasco Rodríguez; Sen. Sara Isabel Castellanos Cortés; Sen. Emilia Patricia Gómez Bravo; Sen. Gloria Lavara Mejía.

